
EL IMPUESTO DE BIENES INMUEBLES EN LA LEY 

REGULADORA DE LAS HACIENDAS LOCALES 

ESDI: la creación en 1979 
por Real Decreto Ley 
11 j79, de 20 de julio, de 
los Consorcios para la 

Gestión e Inspección de las Contri­
buciones Territoriales, hasta su ac­
tual configuración de Centro de Ges­
tión Catastral y Cooperación T ribu­
taria realizada en el Real Decreto 
222/ 87 de 20 de febrero, cabe distin­
guir tres etapas bien diferenciadas en 
la vida de este organismo. 

Una primera fase, de implanta­
ción, en la cual la característica do­
minante ha sido la realización de la 
gestión e inspección de las Contribu­
ciones Territoriales y el inicio de la 
revisión y formación del Catastro In­
mobiliario. 

No obstante al reestructurarse el 
Centro en julio de 1985, por el Real 
Decreto 1279 de 24 de julio, y quedar 
configurado en un solo y único orga­
nismo autónomo administrativo, de­
pendiente del Ministerio de Econo­
mía y Hacienda, entre las funciones a 
desarrollar ya mencionadas, se inclu­
yeron algunas, como la implantación 
del Impuesto sobre el Valor Añadido 
y la extensión de nuestra Adminis­
tración Tributaria con la creación de 
un importante número de Adminis­
traciones de Hacienda, funciones to­
das ellas claramente extrañas a la tri­
butación inmobiliaria y que pesaría 
de manera importante en el desarro­
llo de la actividad del organismo du­
rante esta etapa. 

Una segunda fase, que cabe deno-

minar de transición, se inicia a partir 
del Real Decreto 222/ 1987 de 20 de 
febrero, que ha dado al Centro su ac­
tual denominación: Centro de Ges­
tión Catastral y Cooperación Tribu­
taria. Ha supuesto la desaparición de 
funciones ajenas a su naturaleza bá­
sica, la tributación inmobiliaria, y 
que en esencia son las siguientes: 

• La real ización de los trabajos 
de formación, revisión y conserva­
ción o mantenimiento de los catas­
tros inmobiliarios. 

• El estudio y coordinación a ni­
vel nacional de los sistemas de valo­
ración de los bienes inmuebles. 

FiJ[ura I Una de las tareas del CGCCT 
es elahorar y analizar la información es­
tadística relativa a la trihutación inmuhi­
liaria 
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• La gestión e inspección de las 
contribuciones territoriales, directa­
mente o a través de procedimientos 
de colaboración con las Corporacio­
nes Locales. 

• La elaboración y análisis de la 
información estadística relativa a la 
tributación inmobiliaria. 

• La informatización de los ca­
tastros inmobiliarios. 

Y una tercera fase de consolida­
ción, que se abre con la entrada en 
vigor de la Ley Reguladora de las 
Haciendas Locales de 28 de diciem­
bre de 1988, en cuanto que crea y re­
gula e l Impuesto sobre Bienes In­
muebles y sustituye las actuales con­
tribuciones territoriales rústica y pe­
cuaria y urbana, teniendo ello para el 
Centro de Gestión Catastral una 
gran significación, al no ser esto una 
mera transpos ición de términos, sino 
modificar en buena medida, en el fu­
turo próximo, las actuales funciones 
administrativas de gestión de las con­
tribuciones territoriales. 

Estas tres etapas marcan la pro­
gresiva sustantivación de dos con­
ceptos clave: gestión catastra l-ges­
tión de los catastros inmobiliarios, 
gest ión tributaria - gestión del 
nuevo tributo de bienes inmuebles, 
las cuales adquirirán plena virtuali­
dad cuando, el 1 de enero de 1990, 
un año después de la entrada en vi­
gor de la Ley Reguladora, comience 
a exigirse el mismo impuesto. 

Aún no correspondiendo al titulo 
exacto de este artículo un análisis ni 



tan siquiera somero de los catastros 
inmobiliarios, debemos destacar la 
importancia de éstos, para la clarifi­
cación y determinación exacta de los 
conceptos gestión catastral-gestión 
tributaria anteriormente menc1ona<.los. 

La conveniencia de un Catastro 
único, multifinalitario y coordinado 
con otros registros o instrumentos de 
constancia de la propiedad inmueble, 
es algo que nadie discute en la actua­
lidad. Pero aún reduciéndonos a sus 
aspectos fiscales, resulta de necesi­
dad incuestionable, tanto para esta­
blecer una base homogénea y obje­
tiva de crite rios para definir y valorar 
la propiedad, garantizando una 
igualdad en todo el territorio nacio­
nal y evitando en las distintas zonas 
de éste la aparición de discriminacio­
nes y privilegios que serían inconsti­
tucionales, como para establecer un 
sopo rte fundamental que posibilite la 
adecuada coordinación de los diver­
sos tributos, estatales o locales, que 
afecten a los inmuebles y elimi~en las 
divergencias que un mismo bien re­
cibe no sólo a distintos efectos, sino 
incluso, en distintos tributos. 

En este se ntid o, entendemos que 
las valoraciones catastrales no redu­
cen su incidencia al Impuesto sobre 
Bienes Inmuebles, sino que son to­
madas en consideración en el Im­
puesto sobre la Renta de la Personas 
Físicas y en el Impuesto sobre el Pa­
trimonio. de naturaleza estatal, en 
los Impuestos sobre Sucesiones y 
Donaciones y sobre las Transmisio­
nes Patrimoniales, de titularidad es­
tatal, aunque en la mayoría de los ca­
sos cedidos a las Com unidades Autó­
nomas, y en el Impuesto Municipal 
sobre e l Incremento del Valor de los 
Terrenos Urbanos. 

Esta significación del Catastro y 
de los valores catastrales, que sin 
duda debe calificarse de cardinal en 
el sistema tributario. es la que obliga 
al preciso deslinde entre las funcio­
nes de gestión del Catastro y las de 
gestión tributaria, delimitadas con 
claridad en la Ley Reguladora. Sos­
tener pues que la gestión del Catastro 
pertenece al ámbito de las com peten­
cias estatales, creemos que no re­
quiere especiales razonamientos ade-

más de los fiscales. La elaboración y 

conservación de un Catast ro, que es 
base de información y soporte de 
muy diversas actuaciones fiscales, 
económicas y jurídicas, y donde apa­
recen implicados intereses de diver­
sas administraciones públicas, parece 
fuera de toda duda. 

Debe prevalecer así un interés 
superior o supraterritorial, de ma­
nera que su consideración como fun­
ción estatal, no sólo resulta justifi­
cada por las competencias estatales 
en materia de economía y hacienda 
en general, sino por a necesidad de 
garantizar la igualdad de los ciuda­
danos en todo el territorio nacional y 
por su general incidencia sobre am­
plio!. sectore~. que requieren grande!> 
dosis de homogeneidad. 

La Gestión Catastral 

Concepto 
La gestión catastral está consti­

tuida por el conjunto de operacione~ 
y actuaciones administrativas de di­
versa índole, necesarias para la for­
mación, mantenimiento y revisión de 
los catastros. así como para la ade­
cuada utilirnción de los datos inte­
grados en los mismos. 

La Ley Reguladora de las Ha­
ciendas Locales define los catastros 
inmobiliarios, en su Disposición 
Adicional Cua rta, número 1. de l l.i­
guiente modo: 

Los Catastros Inmobiliarios Rús­
tico y Urbano están constituidos por 
un conjunto de datos y descripciones 
de los bienes inmuebles rústicos y ur­
banos, con expresión de superficies. 
situación, linderos. cultivos o apro­
vechamientos, calidades, valores y 
demás circunstancias ffsicas, econó­
micas y jurídicas que den a conocer 
la propiedad territorial y la definan 
en sus diferentes aspectos y aplica­
ciones. 

Si bien éste no parece, en princi­
pio, el lugar más adecuado para defi­
nir los catastros, sin embargo, toda 
la regulación del Impuesto sobre Bie­
ne!> Inmuebles contenida en el articu­
lado gira en torno a ellos. consagrán-
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dolo~ con el actual carácter de regis­
tro o inventario de la riqueza inmo­
biliaria de un ámbito territorial de­
terminado. 

Contenido 

Las operaciones integrantes de lo 
que sería el proceso-tipo de la gestión 
catastral puede concretarse así: 

DELIMITACIÓN DE SUELO SUJETO 

La Ley, en sus Artículos 62 y 63, 
recoge los criterios determinantes de 
la delimitación del suelo sujeto, si­
guiend o la pauta introducida en la le­
gislación ante rior por el Real De­
creto 2624/1976, que modificó las 
definiciones de Texto Refundido de 
la Contribución Territorial Urbana 
de 12 de mayo de 1966 con la finali­
dad de adecuarlas a las urbanísticas 
establecidas por la Ley del Suelo. 

En este sentido la calificación de l 
sue lo sujeto a gravamen se ajusta a la 
legislación urbanística, lo que evi­
dentemente remite a planeamiento 
de cad a munici pio (salvo que no 
exista) en esta fase de gestión catas­
tral. Con independencia de la evi­
dente justificación de criterio, es inte­
resante destacar que éste supone e l 
lógico respeto a las importantes com­
petencias que a los Ayuntamientos 
corresponden en materia de urba­
nismo, pues es el ejercicio de éstas lo 
que, en definitiva, determinará la de­
limitación del suelo a estos efectos. 

I DENTIFICACIÓN FÍSICA 
DE LOS BIENES 

Conlleva, al igual que en el régi­
men vigente, una ser ie de prolijos 
trabajos fundamentalmente técnicos 
(vuelos, cartografia, investigación y 
comprobación en campo, fotografía, 
etc.). 

ASIGNACIÓN DE VALOR CAlASTRAL 

Conviene recordar que el valor 
catastra l constituye, en el nuevo im­
puesto, la base imponible del tributo 
(Artículo 66 y siguientes). Su deter­
minación comprende, básicamente, 
las siguientes operaciones: 

• Realización de estudios téc­
nico-económicos de las diferentes 
clases de bienes rústicos y urbanos. 

• Definición o establecimiento de 
un cuadro-marco de valores aplica-



Figura 2 El valor catastral constituye la base imponible del tributo en el nuevo im­
puesw 

Figura J Bases para determinar el valor catastral 
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bles según los municipios, debida­
mente coordinado a nivel nacional, 
regional y provincial. 

• Aplicación en el ámbito territo­
rial concreto de los valores del 
cuadro-marco, acotando el segmento 
que proceda según la zona, y deter­
minación de tipos evaJuatorios, mó­
dulos, índices correctores, etc. La 
Ley lo recoge todo bajo la fórmula 
de elaboración de las correspondien­
tes Ponencias de valores. 

• Cálculo del valor catastral indi­
vidualizado de cada bien, que consti­
tuye, como hemos dicho, la base im­
ponible del impuesto. 

Es necesario referirse aquí, por su 
importancia, a la regulación inter-
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temporal contenida en el número 
de la Disposición Transitoria se­
gunda de la Ley Reguladora, que, 
tras establecer, como en su momento 
se indicó, que el ImpuesLO sobre Bie­
nes Inmuebles, comenzará a exigirse 
en todo el territorio nacional, a par­
tir del día I de enero de 1990, indica 
que respec·to de los bienes inmuebles 
de naturaleza urbana el impuesto se 
exigirá aplicando los valores catas­
trales vigentes en la fecha indicada a 
efectos de la Contribución Territo­
rial Urbana, hasta tanto no se pro­
ceda a la fijación de los mismos con 
arreglo a las normas contenidas en la 
presente Ley. Respecto de los bienes 
inmuebles de naturaleza rústica, y 
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hasta tanto no se produzca esta úl­
tima circunstancia. el impuesto se 
exigirá aplicando como valor catas­
tral de dichos bienes el resultado de 
capitalizar al 3 por 100 el importe de 
las bases liquidables vigentes en las 
misma fecha a efectos de la Contri­
bución Territorial Rústica y Pecua­
ria; y finaliza diciendo que hasta la 
fecha indicada en el apartado ante­
rior continuarán exigiéndose las 
Contribuciones Territoriales Rústica 
y Pecuaria y Urbana, y hasta la 
misma fecha, los Ayuntamientos po­
drán continuar exigiendo el Im­
puesto Municipal sobre Solares. 

Conviene hacer notar, final­
mente, que con objeto de evitar uno 
de los más graves defectos que siem­
pre se ha atribuido a la imposición 
inmobiliaria, y que es su escasa elas­
ticidad recaudatoria ante las varia­
ciones de la situación económica, la 
Ley incluye tres sistemas alternativos 
para adecuar las valoraciones de los 
inmuebles a las situaciones del mer­
cado en cada momento. Junto a los 
hasta ahora utilizados, que son el 
proceso completo de fijación de valo­
res con nueva documentación gráfica 
catastral (descrito en los anteriores 
párrafos), y el simplicísimo de actua­
lización mediante un coeficiente que 
puede recoger las leyes de Presupues­
tos de cada año (Artículo 72), se 
añade un tercero, intermedio, de re­
visión de valores en el que única­
mente será preciso aprobar una Po­
nencia de valoración que, automáti­
camente, se aplicará a los datos físi­
cos y jurídicos ya obrantes en el Ca­
tastro. Se pretende con ello obviar 
las dificultades que cada uno de los 
otros sistemas presentan: la comple­
jidad y larga duración uno, y las dis­
torsiones y quiebra de la equidad el 
otro. 

En este sentido, y como experien­
cia previa, el Centro de Gestión Ca­
tastral, tiene ya bastante adelantado 
un proyecto que contempla la inme­
diata actualización, por esta vía, de 
los valores correspondientes a muni­
cipios cuyos catastros se revisaron en 
los años 1984 y 1987. 

En definitiva, lo que se evita res­
pecto a la revisión catastral es, desde 
el punto de vista cualitativo, la nueva 



delimitación del suelo sujeto, y en el 
aspecto cuantitativo, desde luego, el 
tocar todos aquellos sectores o zonas 
en los que no haya habido cambios. 

El procedimiento incluiría, asi, 
las siguientes actuaciones: 

• Identificación física comple­
mentaria de bienes (en los supuestos 
de desarrollo del planeamiento). 

• Elaboración de nuevas Pro­
puestas de valoración, y publicación 
y tramitación reglamentaria de la 
misma. 

• Determinación de los valores 
catastrales individualizados y notifi­
caciones a todos y cada uno de los 
contribuyentes. 

• Incorporación al Padrón del 
impuesto de los valores resultantes. 

DETERMINACIÓN 
DE TITULARIDADES 

No presenta novedades respecto 
a la situación anterior. 

NOTIFICACIÓN 

Los valores catastrales individua­
lizados deben ser notificados a todos 
y cada uno de los interesados. Es im­
portantlsimo recalcar la novedad in­
troducida por la Ley en su Artículo 
70.5, análoga a la del apartado 4 del 
mismo precepto, que obliga a llevar a 
cabo esta notificación individual a 
cada sujeto pasivo antes de la finali­
zación del año inmediatamente ante­
rior a aquél en que deban surtir 
efecto. 

Igualmente es importante anotar 
que la Ley no menciona la necesidad 

de publicar por edictos la asignación 
de valores individualizados, por lo 
que hay que entender que este requi­
sito no resulta, por contraposición al 
régimen anterior, exigible. 

Recordemos, también, que las ac­
tuaciones referidas en los anteriores 
puntos, cuando son realizadas de 
forma simultánea y conjunta para 
toda una zona, constituyen la mecá­
nica de la revisión catastral. 

CONSERVACIÓN Y MANTENIMIENTO 

• Incorporación a los catastros 
de las variaciones de lndole física, ju­
rídica o económica que corriente­
mente se produzcan (cambios de do­
minio o titularidad, segregaciones o 
particiones de fincas, modificaciones 
en los cultivos o aprovechamiento, 
declaraciones de alta o baja, etc.). 

• Resolución de los recursos que 
se presenten en vía administrativa 
contra los actos administrativos en 
que se concretará el proceso de ges­
tión catastral descrito, y que, en prin­
cipio, podrán interponerse contra los 
actos de delimitación de suelo sujeto, 
aprobación de los cuadros-marco de 
valores, tipos evaluatorios, módulos 
de índices correctores, ponencias, y 
valores catastrales individualizados. 

Todos los actos integrantes de la 
gestión catastral hasta el momento 
citados, son susceptibles de reclama­
ción ante los Tribunales Económico-
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Administrativos, según el Articulo 
78. 1, párrafo 3. 

INFORMACIÓN Y ASISTENCIA AL 
ADMINISTRADO 

lncluye las actuaciones comunes, 
por ejemplo consultas, aclaraciones, 
expedición de certificados relativos a 
datos integrados en los catastros, 
etc. 

ELABORACIÓN DEL PADRÓN 
CATASTRAL 

La Ley, en su Artículo 77, esta­
blece que el impuesto se gestiona a 
partir del Padrón del mismo, que se 
formará anualmente para cada tér­
mino municipal, y que estará consti­
tuido por censos compresivos de los 
bienes inmuebles, sujetos pasivos y 
valores catpstrales, separadamente 
para los de naturaleza rústica y ur­
bana. Y añade: La inclusión, exclu­
sión y alteración de los datos conte­
nidos en los catastros, resultantes de 
revisiones catastrales. fijación, revi­
sión y modificación de valores catas­
trales, actuaciones de Ja inspección o 
formalización de altas y comunica­
ciones, se considerarán acto adminis­
trativo, y conllevarán Ja modifica­
ción del Padrón del impuesto. Cual­
quier modificación del Padrón que se 
refiera a datos obrantes en los catas­
/ros requerirá, inexcusablemente, Ja 
previa alteración de estos últimos en 
el mismo sentido. 

Se crea, como vemos, una figura 
que, aunque con la misma denomi-

Figura 4 El CGCCT actualízará los valores correspondientes a 
los municipics cuyos catastros fueron revisados en 1984 y 1987 

Figura 5 LA información y asistencia al público incluye consultas 
y aclaraciones, la mayoría de las veces con ayuda informática 
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nación que actualmente se utiliza 
para las Hstas cobratorias, tienen un 
carácter diferente, ya que no debe 
contener ni los tipos tributarios ni las 
cuotas individuales. 

Aparece así este Padrón como un 
subproducto directo del Catastro, 
que constituye ~I eslabón entre la 
gestión catastral y Ja gestión tributa­
ria. 

En efecto, el fruto de la gestión 
catastral (revisiones, altas, bajas), se 
ha de concretar, obviamente, en un 
documento que posibilite uno de los 
fines últimos del Catastro, cual es la 
exacción del tributo que se apoya so­
bre él; desde el momento en que se va 
a diferenciar la gestión catastral de la 
gestión tributaria, y se van a atribuir 
a distintas esferas de competencia, es 
preciso, qué duda cabe, establecer 
este puente o nexo de unión entre 
ambas. 

En definitiva, se trata de un Pa­
drón distinto del actual (lista cobra­
toria), que es una exigencia legal 
(Articulo 77 de la Ley), y que, por 
supuesto, no impide la existencia de 
las propias listas cobratorias, lista­
dos parcelarios, o cualquier otro tipo 
de relaciones o listados que se consi-

deren necesarios, tanto para la ges­
tión catastral como para la tribu­
taria. 

La Gestión Tributaria 

Concepto 
La gestión tributaria, en el ám­

bito concreto que estudiamos, estaría 
constituida por el conjunto de opera­
ciones precisas para lograr la co­
rrecta exacción del Impuesto sobre 
Bienes Inmuebles a partir de las ba­
ses imponibles previamente fijadas. 

Los procesos que componen la 
gestión tributaria se inician, en 
efecto, con la determinación de la 
base imponible que, en el nuevo tri­
buto, viene dada por el valor catas­
tral. A su vez, como hemos visto, este 
valor es la culminación de otro con­
junto de operaciones que integran Ja 
gestión catastral. 

Contenido 
Partiendo de las bases imponibles 

o valores catastrales, reflejados en el 
Padrón, la gestión tributaria incluye 
una serie de actuaciones específicas 
que recabarán nuestra atención en 
los próximos apartados. 

Figura 6 Algunas actuaciones especificas de la gestión tributaria 
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DETERMINACIÓN DE LAS DEUDAS 
TRIBUTARIAS 

Las operaciones de liquidación se 
realizarán, en principio, en base a los 
datos contenidos en el Padrón, o, en 
su caso, a los restantes documentos 
con trascendencia tributaria que pue­
dan regularse reglamentariamente. 

Conviene observar que en el régi­
men del Impuesto sobre Bienes In­
muebles no existe la base liquidable, 
y el tipo de gravamen se aplica direc­
tamente sobre la base imponible. 

ELABORACIÓN DE INTRUMENTOS 
COBRA TOR IOS 

Comprende la confección y expo­
sición al público de las listas cobrato­
rias, y la emisión de los instrumentos 
de cobro (recibos, liquidaciones de 
ingreso directo) y documentos com­
plementarios (pliegos de cargo, resú­
menes, etc.). Su mecánica es de sobra 
conocida y no merece mayor aten­
ción. 

BAJAS Y DEVOLUCIONES 

También es parte de la gestión 
tributaria, dictar los acuerdos de 
baja en censo que procedan, asl 
como la tramitación y resolución de 
los expedientes de devolución de in­
gresos indebidos que puedan ins­
tarse. 

RECURSOS Y RECLAMACIONES 

Incluye las actuaciones de revi­
sión, en vla administrativa, bien sea 
de oficio o en virtud de recurso, de 
los actos en que se concrete el ejerci­
cio de las operaciones descritas en los 
anteriores apartados. 

Los acuerdos que pongan fin a la 
vía administrativa en esta materia, 
serán recurribles ante la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa, sin que 
quepa, en estos casos, reclamación 
económico-administrativa. 

OTRAS ACTUACIONES 

Puede incluirse aquí toda la res­
tante actividad gestora, como es la 
práctica de las notificaciones y re­
querimientos procedentes, emisión 
de certificaciones relativas a los ex­
pedientes objeto de gestión, e infor­
mación y asistencia al contribu­
yente. 



Distribución de competencias 
en la materia 

La delímítación de las competen­
cias para el ejercicio de las funciones 
inherentes a la gestión de los catas­
tros y de Impuesto sobre Bienes In­
muebles, viene dada, como ya se ha 
expuesto, por la gran linea dívisoria 
catastral-Estado/ gestión tributaria­
Ayuntamientos. 

Part iendo de ella, el Artículo 78 
de la Ley deja definidas las compe­
tencias básicas, aunque mantiene a 
favor del Estado, y a través del Cen­
tro de Gestión Catastral y Coopera­
cíón Tributaria, funciones coordina­
doras o de informe previo en supues­
tos de especial trascendencia. 

Competencias para la Gestión 
Catastral 

Corresponden todas al Estado, y 
se ejercen por el Centro de Gestión 
Catastral y Cooperación Tributaria, 
a tenor de lo dispuesto en la Disposi­
ción Adicional Cuarta de la Ley, y el 
Anículo 78.1 de la misma. 

En cuanto a los recursos contra 
los actos admínistrativos en que se 
co ncretan los procesos de gestión ca­
tastral, el conocímíento de las recla­
maciones que se interpongan contra 
las delimitaciones del suelo, contra 
las ponencias de valores y la asigna­
ción de valores catastrales individua­
lizados, con arreglo a los Artículos 
70 y 71 de Ja Ley, corresponderá, se­
gú n su Articulo 78.1 a los Tribunales 
Económico-Admínistrativos del Es­
tado, como ya se indicó anterior­
mente. 

Competencias para la Gestión 
Tributaria 

Se atribuyen a los Ayuntamien­
tos, íncluido el proceso final de re­
caudación. Su ejercicio, sin embargo, 
requerirá un ínforme técníco previo 
del Centro de Gestión Catastral y 
Cooperación Tributaria en los su­
puestos de concesión o denegación 
de beneficios tributarios (Artículo 
78.2, segundo párrafo). 

Puede llamar la atención el hecho 
de que la Administración estatal 
mantenga ciertas competencias en 

materia de gestión tributaría, concre­
tamente por lo qoe se refiere al reco­
nocimiento de exencíones y a las fun­
ciones inspectoras. Pero ello no en­
traña rupturas en el sístema, que ya 
hemos expuesto, de reservar aJ Es­
tado la gestión catastral y atribuir a 
los Entes Locales la gestíón tríbuta­
ria. En efecto, si conceptualmente 
ambas esferas de gestión pueden ser 
diferenciadas de manera aislada, en 
su consideración funcional ofrecen 
obvias interrelaciones que no pueden 
ignorarse. 

El informe técnico previo al otor­
gamiento de beneficios fiscales pa­
rece exigido por la conexión de éstos 
con el soporte catastral del impuesto, 
pero en todo caso ha de destacarse 
que dicho informe, por decisivo que 
pueda ser, no es vinculante, por lo 
que no condiciona de manera indi­
recta e inmediata la decisión munici­
pál y remite sus efectos a la esfera de 
coordinación y colaboración interad­
ministrativa. 

Las nuevasfórmulas de reparto 
de competencias en la Gestión 
Tributaria 

La progresiva evolución operada 
en la configuración de los tributos in­
mobiliarios. con su tránsito desde la 
esfera netamente estatal hacia la ge­
nuinamente local, pasando por esta­
dios intermedios de los que la crea­
ción de los antiguos Consorcios para 
Ja Gestión e Inspección de las Contri­
buciones Territoriales y el actual 

Figura 7 la suscripción de convenios 
individualizados dota a los Ayuntamien­
tos del protagonismo que debe corres­
ponderles 
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Centro de Gestión Catastral y Coo­
peración Tributaria son parte viva 
(tema al que nos hemos referido al 
comienzo de este artículo), ha permi­
tido constatar diversas cuestiones de 
singular importancia. 

Entre ellas, y por lo que se refiere 
a la cuestión que nos ocupa, que es la 
gestión tributaria, puede destacarse 
la toma de conciencia del inconve­
niente de adoptar fórmulas únicas 
que, si satisfacen a unos, es pagando 
el precio de condenar a otro; así, la 
gestión de los tributos locales a cargo 
del Estado priva a los municipios que 
desean ejercitarla de la deseable au­
tonomía; y la gestión municipal 
aboca a muchos Ayuntamientos pe­
queños al desastre económico por ca­
recer de medios suficientes para de­
sarrollarla. 

Tanto en la situación última, in­
mediatamente anterior a la Ley Re­
guladora de las Haciendas Locales, 
como en ésta, se ha impuesto la nece­
sidad de abrir vías alternativas o fór­
mulas compartidas que, con el nece­
sario pragmatismo, ofrezcan solucio­
nes razonables a las disyuntivas que, 
como la expuesta, se plantean. 

Los convenios de gestión 
como experiencias previas 
en la materia 

El ReaJ Decreto 222/ 1987, de 20 
de febrero, ya contemplaba la posibi­
lidad de nuevas vías de colaboración 
con la Administración Local en ma­
teria, entre otras, de gestión de las 
contribuciones territoriales; ello, 
unido a la entonces próxima entrada 
en vigor de la nueva Ley Reguladora 
de las Haciendas Locales, así como a 
la decid ida voluntad poütica de im­
pulsar los mecanismos de participa­
ción local en Ja gestión de los aún vi­
gentes tributos locales de carácter 
real, dieron pie al nacimiento, en 
principio con carácter selectivo, de 
este tipo de actuaciones a lo largo 
de 1988. 

Ante la ausencia de normativa 
aplicable con carácter concreto, se 
optó por la suscripción de convenios 
individualizados, con una tramita­
ción que ha huido del excesivo regla­
mentismo, dotando a los Ayunta-



mientos interesados del protago­
nismo que debe corresponderles. 

En cuanto a su contenido, con­
viene destacar que se refieren única y 
exclusivamente a Ja gestión tributa­
ria, relacionando de manera porme­
norizada los actos de competencia de 
una y otra Administración, y ha­
ciendo hincapié en las fórmulas de 
coordinación que garanticen la efica­
cia de las actuaciones. 

Destaquemos, por lo que atañe a 
su alcance, que van más allá de una 
simple colaboración, ya que me­
diante ellos, y en tanto en cuanto la 
gestión es competencia de una de las 
partes, se opera una auténtica trans­
ferencia de atribuciones, si bien en 
forma delegada. 

Por último, hay que hacer notar 
que se trata de convenios interadmi­
nistrativos, que no llevan consigo 
contraprestación económica alguna. 

La importancia de estos conve­
nios, en cuanto experiencias previas, 
radica, obviamente, además de en su 
contenido y alcance actual, en el he­
cho de que nada se opone a que pue­
dan funcionar a la inversa en el 
nuevo marco de competencias deter­
minado por la Ley Reguladora de las 
Haciendas Locales, de manera que 
sean, entonces, los Ayuntamientos, 
como titulares de las competencias 

gestoras, los que puedan recurrir aJ 
auxilio o colaboración del Estado 
mediante tales instrumentos. 

La información al contribuyente 
en el nuevo contexto 

La atribución de las competen­
cias en materia de gestión catastral y 
gestión tributaria a distintas esferas 
de la Administración, hace que sea 
oportuno preguntarnos sobre la po­
sibilidad de diseñar unos sistemas de 
información y asistencia a los contri­
buyentes que procuren evitar el que, 
por la lógica confusión que en perso­
nas no expertas en temas administra­
tivos puede aquella producir, tengan 
que andar de unas oficinas a otras 
hasta acertar con el organismo capaz 
de satisfacer sus pretensiones. 

La cuestión no carece de trascen­
dencia, si partimos de la base de que 
el acercamiento a los administrados 
es uno de los objetivos que la Admi­
nistración debe asumir como funda­
mentales en los tiempos modernos. 
Sin embargo, la inquietud que ello 
pueda proporcionar, y el deseo de in­
tentar adoptar una buena solución aJ 
tema, chocan con una realidad in­
contestable, cual es la de que no se 
puede esperar que el contribuyente o 
interesado medio comprenda la dife­
rencia entre gestión catastral y ges-

Figura 8 La Ley Reguladora no .wlu pretende la autonomía y suficiencia financiera del 
veC'Wr local. s1110. además. que bte tomparta responsabilidades con otros estamemos 
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tión tributaria u obre en consecuen­
cia. 

Por muchas vueltas que se dé a la 
cuestión, es difícil imaginar una solu­
ción óptima, ya que incluso algunas 
en las que cabria pensar, como serla 
la realización de amplias campañas 
de información en los medios de 
comunicación, no sólo no aclararía, 
para la mayoría de la gente, las co­
sas, sino que daría lugar, casi con 
toda seguridad, a resultados no que­
ridos en forma de confusión o 
afluencia masiva de público creyén­
dose obligado a hacer algo que no se 
le pide. 

No obstante, creemos que no hay 
que renunciar a afrontar. en alguna 
medida, el asunto, para lo que se po­
drían sugerir las siguientes medidas: 

• Admitir el hecho de que, al 
igual que ya viene sucediendo desde 
que algunos Ayuntamientos asumie­
ron la recaudación, puedan produ­
cirse molestias al público, que se­
guirá acudiendo a la oficina equivo­
cada con cierta frecuencia. 

• Procurar que los servicios de 
información esmeren el trato a los in­
teresados, orientándoles amable­
mente hacia el organismo compe­
tente. 

• Intentar, a través de la Federa­
ción Española de Municipios y Pro­
vincias, establecer un modelo orien­
tativo único de documentos cobrato­
rios, o, por lo menos, unos conteni­
dos mínimos, entre los que habrla 
que hacer figurar una información 
escrita sencilla y asequible sobre la 
forma y lugar para practicar consul­
tas y obtener información al res­
pecto. 

• Completar lo anterior con una 
adecuada información a base de car­
teles a fijar en los distintos organis­
mos con competencias en la materia, 
aunque evitando, como se ha dicho, 
campañas de tipo generaJ que ten­
drlan más inconvenientes que venta­
jas. 

• Tender a la implantación de 
oficinas de gestión únicas, con aten­
ción compartida municipal y estatal, 
como ya se está intentando en alguna 
experiencia previa en Gerencias uni­
municipales del Centro de Gestión 
Catastral. 
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